	RECURSO DE REVISIÓN: RR-004/2023-3 DP


	RESPONSABLE: Municipio de San Luis Potosí, San Luis Potosí.


	COMISIONADO PONENTE: Ana Cristina García Nales.



San Luis Potosí, San Luis Potosí, Sesión Extraordinaria de Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, de diecisiete de mayo de dos mil veintitrés.
Vistos para resolver el recurso de revisión en protección de datos personales RR-004/2023-3 DP en contra del Municipio de San Luis Potosí, San Luis Potosí; y  
R E S U L T A N D O S
Primero. El veinticinco de enero de dos mil veintitrés, la parte recurrente - persona titular de los datos personales-
, a través de la Plataforma Nacional de Transparencia –en adelante PNT- presentó una solicitud al Municipio de San Luis Potosí - en lo sucesivo, el responsable o sujeto obligado-
.
Segundo. El quince de febrero de dos mil veintitrés, la persona titular presentó ante esta Comisión a través de la PNT, el recurso de revisión por la respuesta del sujeto obligado a su solicitud. 

Tercero. El dieciséis de febrero de dos mil veintitrés, mediante proveído signado por la Secretaria de Pleno de esta Comisión, el recurso de revisión que se resuelve, fue turnado a la Comisionada Ana Cristina García Nales, para el análisis de su admisión o desechamiento.

Cuarto. El diecisiete de febrero de dos mil veintitrés se entregó en la Dirección de Datos Personales de esta Comisión el recurso mencionado para su substanciación correspondiente.

Quinto. El veintiuno de febrero de dos mil veintitrés, se dictó acuerdo mediante el cual se requirió a la parte compareciente, para que acreditase su identidad como titular de los datos personales.

Sexto. El trece de marzo de dos mil veintitrés, se dictó acuerdo, en el que se admitió el presente recurso de revisión, por lo que se integró el expediente respectivo, el cual se puso a disposición de las partes para que, en el plazo de siete días hábiles, señalaren lo que a su derecho conviniese, ofrecieran las pruebas que consideren pertinentes, presentasen alegatos, así como, manifestasen su voluntad de conciliar; asimismo, se ordenó correr traslado al sujeto obligado con el recurso de revisión presentado por la persona titular. 
Séptimo. El diez de abril de dos mil veintitrés, mediante acuerdo se tuvo por recibido el oficio UT 417-2023 con tres anexos, signado por Carlos Eduardo Medina Guerrero, Jefe de la Unidad de Transparencia del Municipio de San Luis Potosí, mediante el cual, se le tuvieron por realizadas manifestaciones; por reconocida su personalidad; así como por ofrecidas las pruebas que a sus intereses convino, las que se admitieron y se tuvieron por desahogadas por su propia naturaleza. 
En el mismo proveído, se tuvo por omisa a la parte recurrente en dar cumplimiento con el proveído de trece de marzo de dos mil veintitrés.

Asimismo, con fundamento en los artículos 144, primer párrafo y, 153 de los Lineamientos de Protección de Datos Personales para el Sector Público del estado de San Luis Potosí, se decretó concluida la etapa de conciliación en este procedimiento, como consecuencia de que las partes no llegaron a una conciliación.

En el mismo proveído, se puso a disposición de las partes el presente expediente, por un término de tres días hábiles, para que realizaran las manifestaciones que a sus intereses convinieran. 
Octavo. El once de mayo de dos mil veintitrés, mediante proveído se tuvo por recibido el oficio UT 417-2023 sin anexos, signado por Carlos Eduardo Medina Guerrero, Jefe de la Unidad de Transparencia del Municipio de San Luis Potosí, mediante el cual dio cumplimiento con el proveído de diez de abril de este año: asimismo, se tuvo a la parte recurrente por omitir realizar manifestaciones respecto del requerimiento que se les formulo en este último proveído mencionado, por lo que, se procedió a decretar el cierre de la instrucción en el presente procedimiento.
C O N S I D E R A N D O S

PRIMERO. El Pleno de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para resolver el presente recurso de revisión de conformidad con los artículos 6°, apartado A, fracciones II y IV y 16, párrafo segundo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17 fracción III de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1, 3, fracción XXIV, 8, 9, 91, fracciones I, III y XI, 103, 104, 108 y 111 de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; y 1, 11, 12, 81, 123, fracciones I, IV y VII, 127, 131, 135, 136, 141, 147 y 148 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí; el artículo 30, fracciones XII, XIII y XIV del Reglamento Interno de esta Comisión; y, los artículos 139, 143, 156 y 157 de los Lineamientos de Protección de Datos Personales para el Sector Público del Estado de San Luis Potosí.
         SEGUNDO. Previo al análisis de fondo de la cuestión debatida, esta Comisión realiza el estudio oficioso de las causales de procedencia, por tratarse de una cuestión de orden público y de estudio preferente, atento a lo establecido por la jurisprudencia que por analogía resulta aplicable y que a la letra señala:

“IMPROCEDENCIA. Sea que las partes la aleguen o no, debe examinarse previamente la procedencia del juicio de amparo, por ser esa cuestión de orden público en el juicio de garantías
”. SIC.

Para tal efecto se cita a continuación el contenido del artículo 127 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí, que en lo que nos interesa establece:

“…

ARTÍCULO 127. El titular, por sí mismo o a través de su representante, podrá interponer un recurso de revisión ante la CEGAIP o la Unidad de Transparencia del responsable que haya conocido de la solicitud para el ejercicio de los derechos ARCO o de portabilidad de los datos personales, dentro de un plazo que no podrá exceder de quince días contados a partir del día siguiente a la fecha de notificación de la respuesta. 

Transcurrido el plazo previsto para dar respuesta a una solicitud para el ejercicio de los derechos ARCO sin que se haya emitido ésta, el titular o, en su caso, su representante podrá interponer el recurso de revisión dentro de los quince días siguientes al que haya vencido el plazo para dar respuesta. 

…”. SIC.

Concatenado con lo anterior, el artículo 129 de la referida Ley indica:

“…

ARTÍCULO 129. El recurso de revisión procederá en los siguientes supuestos: 

…
VIII. Se entregue o ponga a disposición datos personales en una modalidad o formato distinto al solicitado, o en un formato incomprensible;

…”. SIC.

Del análisis realizado a las constancias que obran en el expediente que se resuelve, se advierte que el presente recurso de revisión derivó de la inconformidad de la persona titular, con la respuesta que le proporcionó el sujeto obligado, porque le puso a disposición los datos personales en una modalidad o formato distinto al solicitado a través de una solicitud de derechos ARCO
, configurándose la causal de procedencia prevista por la fracción VIII, del artículo 129 de la referida Ley de Protección de Datos.
Por lo anterior, es procedente el presente recurso de revisión, por lo que, se emite la resolución correspondiente, atendiendo a lo dispuesto por el artículo 147 de la Ley de la materia.

TERCERO. De conformidad con lo previsto por el artículo 4º de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado    de San Luis Potosí, son sujetos obligados para esta, cualquier autoridad, dependencia, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, ayuntamientos, órganos, organismos autónomos, tribunales administrativos, fideicomisos y fondos públicos y partidos políticos del orden estatal y municipal del Estado de San Luis Potosí

En este sentido, se advierte que el que aquí responsable es considerado un sujeto obligado de conformidad con el Padrón de Sujetos Obligados vigente aprobado por esta Comisión, publicados en el Periódico Oficial del Estado el trece de mayo de dos mil veintidós, que para lo que aquí interesa, a la letra señala:

 “…

El treinta de marzo de dos mil veintidós el Pleno de la CEGAIP llevó a cabo la sesión extraordinaria de Consejo, en donde mediante el acuerdo CEGAIP-389/2022 S.E. aprobó el padrón de sujetos obligados para la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado para el ejercicio dos mil veintidós.
…

Consecuentemente, el Pleno de la CEGAIP, emite el siguiente:

 PADRÓN DE SUJETOS OBLIGADOS PARA EL EJERCICIO DOS MIL VEINTIDÓS

…

Municipios

…

AY 028 San Luis Potosí.

…”. SIC.

Por ello, el responsable al ser un municipio que constituye el Estado de San Luis Potosí, se actualiza como figura de sujeto obligado o responsable para la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado y, por lo tanto, se encuentra constreñido al estricto cumplimiento de dicho ordenamiento y demás normativa aplicable en la materia.

CUARTO. Por cuestión de método, en el presente Considerando se delimita la litis de la controversia planteada. Para lo cual, con el objeto de lograr claridad, se precisa que las posiciones de las partes fueron sustentadas en los siguientes términos.  

1. El veinticinco de enero de dos mil veintitrés, la persona titular presentó su solicitud requiriendo al responsable lo siguiente:

“Solicito me entreguen en copia certificada los contratos de trabajo que el suscrito, es decir, el trabajador … celebré con el ayuntamiento o municipio de San Luis Potosí, en los años 2019, 2020, 2021 y 2022, y que obran en la Dirección de Recursos Humanos de ese ayuntamiento de San Luis Potosí.

Sin que se supriman los datos personales en razón que el solicitante de información es el propio trabajador … ”. SIC.
2. El quince de febrero de dos mil veintitrés, la persona titular presentó ante esta Comisión a través de la PNT, el recurso de revisión por la respuesta del responsable a su solicitud, en el que señaló básicamente como agravio que:
“[…] 

Señalan que me entregarían la información que solicité en versiones públicas, pero nada impide que me la den … con datos personales …”. SIC.
3. Mediante el oficio UT 417-2023, el aquí sujeto obligado se pronunció de la siguiente manera y que para lo que aquí interesa dijo: 

“[…] 
en fecha 30 de marzo de 2023, esta Unidad de Transparencia ha emitido una respuesta que informa al solicitante que de los documentos puestos a disposición el día 09 de febrero de 2023, han sido puestos nuevamente en favor del mismo, previo pago de cuotas de reproducción y acreditación como el titular de la información.
[…]”. SIC.
Importante es señalar que, el sujeto obligado con fecha veintiuno de abril de dos mil veintitrés, presentó ante esta Comisión el oficio UT 511-2023, signado por Carlos Eduardo Medina Guerrero, Titular de la Unidad de Transparencia, entregados a la Dirección de Datos Personales el veinticuatro del mismo mes y año, en el cual reiteró las manifestaciones plateadas en el oficio UT 417-2023. 

Expuesta la relatoría que antecede, es dable colegir que la presente resolución tiene por objeto determinar si el responsable debe permitir el acceso a la información que la persona titular solicitó, en los términos establecidos en la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado y sus Lineamientos Estatales, esto es, si le asiste la razón a la persona titular por encontrarse fundados sus motivos de su inconformidad.  
QUINTO. Una vez precisado lo anterior, este Pleno dentro de los límites legales analizará las pruebas admitidas, las manifestaciones hechas valer por las partes y demás elementos de convicción que obran en el presente expediente que se resuelve, en los siguientes términos:

En el presente procedimiento se admitieron y desahogaron como pruebas las que son valoradas de conformidad con lo establecido por los artículos 133 y 134 de los Lineamientos de Protección de Datos Personales para el Sector Público del Estado de San Luis Potosí, las siguientes: 
A. De la persona titular:

Única. Documental pública. Consistente en:

1. Impresión de pantalla del documento denominado “Detalle del medio de impugnación” expedido por la Plataforma Nacional de Transparencia –en adelante PNT-.

2. Impresión de pantalla del documento denominado “Consultar solicitud de información” expedido por la PNT.

3. Impresión de pantalla del documento mediante el cual el sujeto obligado otorga respuesta a la solicitud.

4. Impresión de pantalla del documento denominado “Consultar solicitud de información” expedido por la PNT.

5. Impresión de pantalla del documento denominado “Consultar solicitud de información” expedido por la PNT.

6. Impresión de pantalla del documento denominado “ACCESO A LA INFORMACIÓN” expedido por la PNT.

7. Impresión de pantalla del documento denominado “INFORMACIÓN DEL REGISTRO DE LA SOLICITUD” expedido por la PNT.

8. Impresión de pantalla del documento denominado “SEGUIMIENTO SOLICITUD” “INFORMACIÓN DEL REGISTRO DE LA SOLICITUD” expedido por la PNT.

9. Copia de la identificación oficial expedida por el Instituto Nacional Electoral a favor de la persona titular de los datos personales, con la que acreditó su identidad en este recurso.

B. Del responsable:

Única. Documental pública. Consistente en:

1. Copia de la integración del expediente interno UT-SI-0090/2023 correspondiente a la solicitud.

2. Documento original del acuerdo de treinta de marzo de dos mil veintitrés, mediante el cual se otorga nueva respuesta a la persona recurrente, en la que se le explica que se le ofreció la documentación demandada en los términos solicitados, copias certificadas, previa identificación como titular de los datos personales contenidos en la misa y pago de cuotas de reproducción para la certificación de la misma.

3. Copia del acuse de envío de correo electrónico y captura de pantalla, que muestran la notificación a la persona solicitante del acuerdo de respuesta de treinta de marzo de dos mil veintitrés.

SEXTO. Es importante precisar que la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado tiene como objeto, la protección de datos personales, que no es otra cosa, que los derechos de las personas titulares de los datos personales, para garantizar el buen uso de la información personal, la privacidad y el derecho a la autodeterminación informativa
, tal como lo dispone el artículo 1º de dicho cuerpo legal. Asimismo, se establece que toda persona que tenga la calidad de responsable en términos de Ley, debe sujetarse a los principios y deberes previstos en los artículos 13 y 46 de la referida Ley.
En consecuencia, todo tratamiento de datos personales
 puede tener su origen en diferentes actividades y relaciones, tanto de hecho como jurídicas; por lo que, a menos que los datos personales estén sujetos a un régimen especial le resulta aplicable por ser de orden público y observancia general. 
En virtud de lo anterior, es pertinente señalar que los datos personales a los que se dé tratamiento están sujetos a la legislación de protección de datos personales en posesión de sujetos obligados, ya que no existe excepción alguna prevista en la Ley de la materia que disponga que no debe ser así. 

En ese sentido, para lograr la protección de los datos personales, los titulares cuentan con derechos que regulan su tratamiento, a los que se les conoce como Derechos ARCO, en específico, el artículo 63 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado, contiene el derecho de acceso, es decir, el derecho de los titulares para conocer la información que de ellos tenga el responsable, el cual se traduce en la obligación del responsable de informar sobre los mismos.

Al respecto, el artículo 92 de los Lineamientos de Protección de Datos Personales para el Sector Público del Estado de San Luis Potosí, señala que la obligación de acceso a los datos personales se dará por cumplida cuando el responsable ponga a disposición del titular, previa acreditación de su identidad y,  los datos personales a través de consulta directa, en el sitio donde se encuentren, o mediante la expedición de copias simples, copias certificadas, medios magnéticos, ópticos, sonoros, visuales u holográficos, o cualquier otra tecnología que determine el titular. 
Ahora bien, si bien es cierto que, los titulares tienen en todo momento el derecho a acceder a sus datos personales, también lo es que, el artículo 82 de la Ley de la materia, plantea varias hipótesis en las que puede negar el acceso a los datos personales, en específico cuando en su base de datos, no se encuentren los datos personales del solicitante.


No obstante, al caso que no ocupa mediante acuerdo de diez de abril de dos mil veintitrés, se puso a disposición de las partes el expediente de este asunto para que en un término de tres días hábiles, realizaran las últimas manifestaciones previo al cierre de instrucción en este procedimiento, no obstante, mediante acuerdo de once de mayo del mismo año, se le tuvo a la parte recurrente por perdido dicho derecho dado que omitió realizar dichas manifestaciones; no obstante, el sujeto obligado mediante el oficio UT 511-2023 dio cumplimiento al respecto. 

Por ello, el veintiséis de abril de dos mil veintitrés, este Pleno resolvió en definitiva sobre la misma materia del presente asunto, el RR-003/2023-2-DP, el cual con fundamento en el artículo 149, fracción V de la Ley de Protección de Datos Personales en posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí, lo sobreseyó debido a que quedó sin materia, en razón de que el  sujeto obligado, acreditó que entregó a la persona titular de los datos personales, la información que solicitó.


En relación con ello, el sujeto obligado con el número de folio 240474423000134 de la solicitud de acceso de datos personales, proporcionó a la persona titular de los datos personales, la que coincide con la persona aquí recurrente, así como también coincide la información que el sujeto obligado puso a disposición de esta, el veintisiete de marzo de dos mil veintitrés, con la misma información que solicitó al sujeto obligado la aquí persona recurrente y, que recurrió mediante este recurso de revisión en materia de datos personales RR-004/2023-3-DP.

Así las cosas, estamos ante un hecho notorio, en el que se advierte que el sujeto obligado ya proporcionó a la persona aquí titular de los datos personales, en otra solicitud de derechos ARCO, la misma información que en la solicitud que dio origen a este recurso.

Ello se corrobora con la Jurisprudencia emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 199531
, que a la letra dice:

“HECHO NOTORIO. LO CONSTITUYE PARA UN JUEZ DE DISTRITO LOS DIVERSOS ASUNTOS QUE ANTE EL SE TRAMITAN.
La anterior Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia número 265, visible en las páginas 178 y 179 del último Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, del rubro: "HECHO NOTORIO. LO CONSTITUYE PARA UNA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION UNA EJECUTORIA EMITIDA POR EL TRIBUNAL PLENO.", sostuvo criterio en el sentido de que la emisión de una ejecutoria pronunciada con anterioridad por el Pleno o por la propia Sala, constituye para los Ministros que intervinieron en su votación y discusión un hecho notorio, el cual puede introducirse como elemento de prueba en otro juicio, sin necesidad de que se ofrezca como tal o lo aleguen las partes. Partiendo de lo anterior, es evidente que para un Juez de Distrito, un hecho notorio lo constituyen los diversos asuntos que ante él se tramitan y, por lo tanto, cuando en un cuaderno incidental exista copia fotostática de un diverso documento cuyo original obra en el principal, el Juez Federal, al resolver sobre la medida cautelar y a efecto de evitar que al peticionario de amparo se le causen daños y perjuicios de difícil reparación, puede tener a la vista aquel juicio y constatar la existencia del original de dicho documento.

…”. Sic.

Así como en la Jurisprudencia emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 172215
, que a la letra dice
“…HECHO NOTORIO. PARA QUE SE INVOQUE COMO TAL LA EJECUTORIA DICTADA CON ANTERIORIDAD POR EL PROPIO ÓRGANO JURISDICCIONAL, NO ES NECESARIO QUE LAS CONSTANCIAS RELATIVAS DEBAN CERTIFICARSE.

Conforme al artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, los órganos jurisdiccionales pueden invocar hechos notorios aun cuando no hayan sido alegados ni demostrados por las partes. Así, los titulares de los órganos jurisdiccionales pueden válidamente invocar como hechos notorios las resoluciones que hayan emitido, sin que resulte necesaria la certificación de las mismas, pues basta con que al momento de dictar la determinación correspondiente la tengan a la vista.

…”. SIC.

 
En ese orden de ideas, el artículo 148 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí, señala que:
“…

ARTÍCULO 148. Las resoluciones de la CEGAIP podrán:

I. Sobreseer o desechar el recurso de revisión por improcedente;

II. Confirmar la respuesta del responsable;

III. Revocar o modificar la respuesta del responsable, o

IV. Ordenar la entrega de los datos personales, en caso de omisión del responsable.

Las resoluciones establecerán, en su caso, los plazos y términos para su cumplimiento y los procedimientos para asegurar su ejecución.

…”. SIC.
Énfasis añadido.

Asimismo, el artículo 149 de la misma Ley señala:

“…

ARTÍCULO 149. El recurso de revisión sólo podrá ser sobreseído cuando: 

I. El recurrente se desista expresamente; 

II. El recurrente fallezca; 

III. Admitido el recurso de revisión, se actualice alguna causal de improcedencia en los términos de la presente Ley; 

IV. El responsable modifique o revoque su respuesta de tal manera que el recurso de revisión quede sin materia, o 

V. Quede sin materia el recurso de revisión. 

…”. SIC.

Énfasis a propósito.

Además, el artículo 150 de la referida Ley dice:

“…

ARTÍCULO 150. El recurso de revisión podrá ser desechado por improcedente cuando: 

I. Sea extemporáneo por haber transcurrido el plazo establecido en el artículo 127 de la presente Ley; 

II. El titular o su representante no acrediten debidamente su identidad y personalidad de este último; 

III. La CEGAIP haya resuelto anteriormente en definitiva sobre la materia del mismo;
IV. No se actualice alguna de las causales del recurso de revisión previstas en el artículo 129 de la presente Ley; 

V. No se haya desahogado la prevención en los términos establecidos en el artículo 138 de la presente Ley; 

VI. Se esté tramitando ante los tribunales competentes algún recurso o medio de defensa interpuesto por el titular recurrente, o en su caso, por el tercero interesado, en contra del acto recurrido ante la CEGAIP; 

VII. El recurrente modifique o amplíe su petición en el recurso de revisión, únicamente respecto de los nuevos contenidos, o 

VIII. El recurrente no acredite interés jurídico. 

El desechamiento no implica la preclusión del derecho del titular para interponer ante la CEGAIP un nuevo recurso de revisión.
…”. SIC.

Énfasis a propósito.


Así las cosas, dado que en el presente asunto esta Comisión resolvió anteriormente en definitiva sobre la materia del mismo, consecuentemente, se determina que lo procedente es sobreseer este asunto.
Lo anterior se corrobora con la tesis emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro digital: 2022131, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Décima Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: III.6o.A.30 A (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 78, Septiembre de 2020, Tomo II, página 982, Tipo: Aislada, que a la letra dice:
        “…

SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU NATURALEZA JURÍDICA. De conformidad con el artículo 9o., fracción VI, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, el sobreseimiento en el juicio de nulidad se configura cuando existe impedimento legal para analizar el fondo del asunto, entre otros supuestos, por la actualización de alguna causa de improcedencia ajena a la litis principal, entendida como la condición por cumplir para estar en posibilidad de resolver la litis sustancial sobre los derechos en disputa, por ende, su esencia es adjetiva, contrario a sustantiva. La improcedencia se erige como la ausencia de soporte legal, cuyo efecto es impedir el estudio de la cuestión sustancial propuesta, al no estar satisfechas las condiciones que permiten llevar a cabo ese análisis, cuyos supuestos se enuncian en el artículo 8o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo y, dada su naturaleza jurídica, se reafirmó su estudio de oficio debido a las consecuencias generadas en caso de estar acreditada, pues se instituye como el supuesto jurídico por superar, razón por la cual, de probarse alguna de esas hipótesis, el efecto consecuente será tener por acreditado el motivo para sobreseer el juicio de nulidad. Por su parte, el Diccionario Jurídico Mexicano del Instituto de Investigaciones Jurídicas, Editorial Porrúa, Octava Edición, México 1995, página 2637, en relación con el sobreseimiento señala: "Sobreseimiento. I. (Del latín supercedere; cesar, desistir). Es la resolución judicial por la cual se declara que existe un obstáculo jurídico o de hecho que impide la decisión sobre el fondo de la controversia". Así, el artículo 9o., fracción VI, de la ley citada y esa definición, conciben al sobreseimiento como el resultado de estar probada alguna causa de improcedencia, entre otros supuestos, dado que sin ésta, aquél no podría justificarse, pues la improcedencia es la causa y la conclusión es el sobreseimiento; por tanto, si la improcedencia conlleva el sobreseimiento, entonces, su estudio es preferente a cualquier otra cuestión e, incluso, se debe llevar a cabo de oficio, pues de lo contrario se generaría inseguridad jurídica al proceder al análisis de un aspecto de fondo sin estar justificada su procedencia, lo cual desarticularía la estructura del juicio de nulidad; de ahí que el sobreseimiento sí constituye un fallo definitivo al concluir la instancia y no definir la controversia de fondo propuesta, que no delimita los derechos sustanciales de los contendientes; por ende, el sobreseimiento justifica la omisión de analizar los conceptos de nulidad.
…”. SIC.
Finalmente, con fundamento en el artículo 152, párrafo segundo de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí y, el artículo 159, párrafo segundo de los Lineamientos de Protección de Datos Personales para el Sector Público del Estado de San Luis Potosí, se dejan a salvo los derechos de la persona titular, para impugnar la presente resolución ante el INAI
 interponiendo el recurso de inconformidad en los plazos y términos previstos en el artículo 117
 de la Ley General de Protección de Datos Personales en posesión de Sujetos Obligados; o, ante el Poder Judicial de la Federación mediante el juicio de amparo, de conformidad con la normativa aplicable en la materia. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado se:

R E S U E L V E:

Primero. Es procedente el recurso de revisión interpuesto por la persona titular de los datos personales.

Segundo. Con fundamento en los artículos 148, fracción I, 149, fracción III y 150, fracción III de la Ley de Protección de Datos Personales en posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí, se sobresee el presente asunto, por las razones expuestas en el considerando SEXTO del presente Fallo. 

Tercero. Se dejan a salvo los derechos de la persona titular, para impugnar la presente resolución ante el INAI mediante el recurso de inconformidad en los plazos y términos previstos en la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; o, ante el Poder Judicial de la Federación mediante el juicio de amparo, de conformidad con la normativa aplicable en la materia. 

Notifíquese por oficio al sujeto obligado y a la persona recurrente a través del correo electrónico que proporcionó para tal efecto. 
Así lo resolvieron por unanimidad de votos los Comisionados de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública de San Luis Potosí, David Enrique Menchaca Zúñiga, José Alfredo Solis Ramírez y Ana Cristina García Nales, quienes firman con Rosa María Motilla García, que autoriza y da fe.
      COMISIONADO PRESIDENTE                                      COMISIONADO 

 DAVID ENRIQUE MENCHACA ZÚÑIGA              JOSÉ ALFREDO SOLIS RAMÍREZ
    

             COMISIONADA                                               SECRETARIA DE PLENO

 
ANA CRISTINA GARCÍA NALES                           ROSA MARÍA MOTILLA GARCÍA
� La persona física a quien corresponden los datos personales, de conformidad con el artículo 3º fracción XXXII de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado    de San Luis Potosí. 


� Cualquier autoridad, dependencia, entidad, órgano y organismo de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, ayuntamientos, órganos, organismos constitucionales autónomos, tribunales administrativos, fideicomisos y fondos públicos y partidos políticos del Estado de San Luis Potosí que decide y determina los fines, medios y demás cuestiones relacionadas con determinado tratamiento de datos personales; de conformidad con el artículo 3º fracción XXIX de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado    de San Luis Potosí. 


� Cfr. Jurisprudencia número VI.2o. J/323, visible en la Octava Época, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 80, Agosto de 1994, p. 87. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, con Registro electrónico: 210784, 


� Acceso, Rectificación, Cancelación y Oposición.


� El derecho a la autodeterminación informativa, consiste en reconocer a los individuos la libertad para que puedan saber qué información ha sido anotada, archivada, empleada o retransmitida por cualquier método; quién, cuándo y con qué fin se hizo. PIÑA Libien, Hiram Raúl, El derecho a la Autodeterminación Informativa y su garantía en el ordenamiento jurídico Mexicano, México, 2008, Instituto de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, p. 195.


� El artículo 3º, fracción XXXIV de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado, define como tratamiento, “cualquier operación o conjunto de operaciones efectuadas mediante procedimientos físicos o automatizados aplicados a los datos personales, relacionadas, de manera enunciativa más no limitativa, con la obtención, uso, registro, organización, conservación, elaboración, utilización, estructuración, adaptación, modificación, extracción, consulta, comunicación, difusión, almacenamiento, posesión, acceso, manejo, aprovechamiento, transferencia y en general cualquier uso o disposición de datos personales” 


� Registro digital: 199531


Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito


Novena Época


Materias(s): Común


Tesis: XXII. J/12          


Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo V, Enero de 1997, página 295


Tipo: Jurisprudencia


� Registro digital: 172215


Instancia: Segunda Sala


Novena Época


Materias(s): Común


Tesis: 2a./J. 103/2007


Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXV, Junio de 2007, página 285


Tipo: Jurisprudencia








� Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales.


� Artículo 117. El titular, por sí mismo o a través de su representante, podrá impugnar la resolución del recurso de revisión emitido por el organismo garante ante el Instituto, mediante el recurso de inconformidad. 


El recurso de inconformidad se podrá presentar ante el organismo garante que haya emitido la resolución o ante el Instituto, dentro de un plazo de quince días contados a partir del siguiente a la fecha de la notificación de la resolución impugnada. 


Los Organismos garantes deberán remitir el recurso de inconformidad al Instituto al día siguiente de haberlo recibido; así como las constancias que integren el procedimiento que haya dado origen a la resolución impugnada, el cual resolverá allegándose de los elementos que estime convenientes.
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